TRIB



                 
      








CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ/ Procedencia de la tutela para ordenar al fondo de pensiones el pago de honorarios a la junta de invalidez, que permita continuar el trámite de calificación  
“(…) Y si bien ello puede ser así, por tratarse de una situación que eventualmente desembocaría en una prestación de carácter económico, como la pensión por invalidez, lo cierto es que la cuestión planteada tiene un entorno previo que, más allá de esa mera observación pecuniaria, gira en un trámite indispensable para las aspiraciones del actor, que ha quedado en el camino a la espera de una obligación que no le es atribuible; es decir, que al margen de lo que con ello se persigue, resulta inadmisible la desidia que enseña la foliatura para que con el postulante se agote el proceso iniciado, sin perjuicio del resultado final, esto es, favorable o no al mismo.”
“Y ese obstáculo, no ha sido otro que la falta de pago de los honorarios para que la Junta Nacional asuma el conocimiento de la inconformidad planteada por el accionante mediante el recurso de apelación frente al respectivo dictamen local. No ha sido ajena la jurisprudencia constitucional al particular, y tiene decantado en nutridos pronunciamientos que dicha carga corresponde asumirla a la  entidad de previsión a la que se halle afiliado el peticionario, al constituir un servicio esencial en torno a la seguridad social.” 

Citas: Corte Constitucional, sentencia T-349 de 2015.
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Acta No. 127 de marzo 15 de 2016
Se resuelve la impugnación presentada por el demandante, Mario Bedoya Buitrago, en la acción de tutela que promovió frente a  Colpensiones y las Juntas Regional de Risaralda y Nacional de Calificación de Invalidez, contra la sentencia proferida el 28 de enero del presente año por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad.

ANTECEDENTES

Reclamó el demandante, por medio de apoderada judicial, la protección de su derecho fundamental a la seguridad social, que estimó conculcado por la Administradora Colombiana de Pensiones y las Juntas Regional de Risaralda y Nacional de Calificación de Invalidez.
Se relató, que el 14 de octubre de 2015 interpuso recurso de apelación ante la Junta Regional, en el que se solicitó que la Junta Nacional modificara la calificación de la pérdida de su capacidad laboral y se realizara una evaluación integral, en la que se tuvieran en cuenta sus enfermedades y se determinara un porcentaje superior al 50%; que el día 11 de noviembre siguiente, elevó derecho de petición ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez, para que se le informara la fecha y hora del envío del expediente a la Junta Nacional y si fueron cancelados los honorarios por parte de COLPENSIONES, acorde con lo señalado en el inciso 3º del artículo 43 del Decreto 1352 de 2013, pero a la fecha de promoción de la demanda no se había obtenido algún pronunciamiento.
La pretensiones fueron enfocadas a la concesión del amparo deprecado y a que se ordenara a COLPENSIONES que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, pagara los honorarios correspondientes a la Junta Regional de Calificación de Invalidez; y que esta, en un término similar, remitiera el expediente a la Junta Nacional, para que a su vez, en un similar lapso, resolviera el recurso de apelación.

  



Se admitió la acción y se corrió traslado a las demandadas por el término de 3 días para que ejercieran el derecho de defensa. Lo hizo de manera exclusiva el Secretario Técnico de la Junta Regional, quien indicó que conforme a la regulación legal sobre la materia, se le hizo saber a COLPENSIONES sobre la responsabilidad que le atañía en el caso concreto y se estaba a la espera de tal cumplimiento para remitir el expediente a la Junta Nacional.
  



El Juzgado negó la protección, porque la acción de tutela es improcedente para pretender la calificación de la pérdida de la capacidad laboral, atendiendo la subsidiariedad como requisito de procedibilidad, pues se está ante un conflicto que debe zanjarse por el mismo interesado que puede acudir directamente a la junta; además, no se dan las condiciones para conceder el amparo como mecanismo transitorio.
 



Con posterioridad se pronunció la Junta Nacional, para dar cuenta de que no han recibido el expediente respectivo. 
  



Inconforme el demandante impugnó con sustento en que la obligada a cancelar los honorarios es COLPENSIONES y que la Junta solo le ha informado a esta entidad sobre el particular, pero sin más gestión; citó normas que dice se acompasan con lo requerido e insistió en sus pretensiones.

CONSIDERACIONES

Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.


Mario Bedoya Buitrago acudió a esta expedita vía con el fin de que se protegiera su derecho fundamental a la seguridad social, que estima resquebrajado por parte de Colpensiones y de las Juntas Regional Risaralda y Nacional de Calificación de Invalidez, que no gestionan lo concerniente en aras de dar el desenlace que corresponde al recurso de apelación que presentó frente al dictamen de pérdida de capacidad laboral emitido por la referida Junta Regional.
El Juzgado, se dijo, dispuso “negar por improcedente la tutela”
, habida cuenta de que el actor dispone de otros  mecanismos de defensa judicial para obtener, en últimas, la calificación del caso. Y si bien ello puede ser así, por tratarse de una situación que eventualmente desembocaría en una prestación de carácter económico, como la pensión por invalidez, lo cierto es que la cuestión planteada tiene un entorno previo que, más allá de esa mera observación pecuniaria, gira en un trámite indispensable para las aspiraciones del actor, que ha quedado en el camino a la espera de una obligación que no le es atribuible; es decir, que al margen de lo que con ello se persigue, resulta inadmisible la desidia que enseña la foliatura para que con el postulante se agote el proceso iniciado, sin perjuicio del resultado final, esto es, favorable o no al mismo.
Y ese obstáculo, no ha sido otro que la falta de pago de los honorarios para que la Junta Nacional asuma el conocimiento de la inconformidad planteada por el accionante mediante el recurso de apelación frente al respectivo dictamen local. No ha sido ajena la jurisprudencia constitucional al particular, y tiene decantado en nutridos pronunciamientos
 que dicha carga corresponde asumirla a la  entidad de previsión a la que se halle afiliado el peticionario, al constituir un servicio esencial en torno a la seguridad social. 

En este caso, no hay duda de que se trata de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, que guardó silencio durante el presente trámite; entre tanto, la misma Junta Regional indicó que de esa obligación le hizo saber, sin que se hubiera obtenido respuesta. 
De más reciente calenda
 , manteniendo la posición que se realza, reiteró la alta Corporación:

  


“Los honorarios de las juntas deben ser cancelados por la entidad de previsión o seguridad social o la sociedad administradora a la que esté afiliado el solicitante, ya que al ser un servicio esencial en materia de seguridad social, su prestación no puede estar supeditada al pago que haga el interesado, pues este criterio elude el principio solidaridad al cual están obligadas las entidades de seguridad social.”
 
Tal premisa, de hecho, tiene asiento legal, como quiera que siguiendo lo reglado por los artículos 42 y 43 de la Ley 100 de 1993, en sus incisos final y 3º respectivamente, de manera contundente, se expresa que el pago de los respectivos honorarios, tanto de las Juntas Regionales como para la Nacional, ha de ser cubierto, se itera, por la entidad de previsión, seguridad social o administradora en la que se encuentre registrado el peticionario. Y el Decreto 2463 de 2001, en su artículo 50, reglamentó lo relativo al pago. 
Así que ante la información del demandante, ratificada por la Junta Regional, de que el recurso no ha surtido su trámite porque falta consignar el valor de los honorarios, de lo cual ya está enterada Colpensiones, surge palmaria la vulneración del derecho fundamental invocado, por parte de esta entidad, como quiera que se ha interrumpido, sin ninguna explicación, el cauce regular que debe seguir el proceso de calificación de Bedoya Buitrago, que le permita conocer la suerte de la pretendida pensión.

 



No se comparte, por ende, el razonamiento de la funcionaria de primer grado que, incluso, trajo a cuento varias transcripciones de carácter legal y reglamentario, que afianzan lo que ahora discierne la Sala; adicionalmente, la norma en que funda su decisión da cuenta de la posibilidad de acudir directamente ante la Junta Regional, y el caso que se ventila refiere la necesidad de que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez resuelva un recurso de apelación. 
 



Puestas de esta manera las cosas, se revocará el fallo de primer grado y en su lugar se concederá la protección del derecho fundamental a la seguridad social, y como consecuencia de ello, se ordenará al Gerente Nacional de Reconocimiento de COLPENSIONES, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación que de esta sentencia se le haga, adelante las tareas que sean del caso para el pago de los honorarios debidos con el fin de que la Junta Nacional de Calificación de Validez asuma el conocimiento del recurso de apelación interpuesto por el actor el 11 de noviembre de 2015 contra el dictamen de pérdida de capacidad laboral del 35.06% obtenido, con fecha de estructuración a partir del 20 de octubre de 2015, lo que se deberá materializar, en todo caso, en un plazo no mayor a diez (10) días.
 



Se negarán, en cambio, las pretensiones invocadas frente a las demás entidades involucradas, como quiera que sin el pago del que se hace alusión, no hay de dónde colegir agravio de su parte, tanto más cuando la Junta Regional, indicó que había suministrado la información del caso frente a la entidad afiliadora del usuario, y la Nacional, claro está, no ha tenido, ni tiene a su haber el proceso para actuar conforme le corresponde. En la misma sentencia atrás aludida, hubo de precisarse:

  


“En efecto, la Junta de Calificación de Invalidez no está obligada a prestar sus servicios si no se efectúa el pago de los respectivos honorarios por parte de la “entidad de previsión o seguridad social o la sociedad administradora o la compañía de seguros, a la que se encuentre vinculado el afiliado, el pensionado por invalidez, o el beneficiario invalido” . 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida el 28 de enero del presente año por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en la acción de tutela que Mario Bedoya Buitrago, promovió contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES y las Juntas Regional Risaralda y Nacional de Calificación de Invalidez,.

  



En su lugar, se ampara el derecho fundamental a la seguridad social, y como consecuencia de ello se ordena al Gerente Nacional de Reconocimiento de COLPENSIONES, Luis Fernando de Jesús Ucrós Velásquez, o quien haga sus veces,  que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación que de esta sentencia se le haga, proceda a adelantar las gestiones necesarias para materializar el pago de los honorarios debidos a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, en aras de que asuma el conocimiento del recurso de apelación interpuesto por el actor el 11 de noviembre de 2015, y lo que se deberá materializar, en todo caso, en un plazo no mayor a diez (10) días.

 



Se niegan las pretensiones elevadas contra las Juntas Regional Risaralda y Nacional de Calificación de Invalidez.

Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA   
  






� No sobra recordar que la acción se niega porque no hay vulneración, o se declara improcedente porque no se cumplen los requisitos generales o específicos que la jurisprudencia tiene señalados; por eso no es técnico negarla por improcedente. 


�  � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2002/T-204-02.htm" �T-204/02�, � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2002/T-701-02.htm" �T-701/02�, � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/T-033-04.htm" �T-033/04�, � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2006/T-287-06.htm" �T-287/06�, � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2006/T-1018-06.htm" �T-1018/06�, � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2007/T-002-07.htm" �T-002/07�, � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-194-10.htm" �T-194/10�, � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/T-124-12.htm" �T-124/12�, � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/T-045-13.htm" �T-045/13�, � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/T-119-13.htm" �T-119/13�,


� Sentencia T-349 de 2015
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